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Al Despacho de la señora Juez, informando que la parte actora allega citación artículo 291, con término vencido. 
Sírvase proveer. Bogotá D.C., agosto 22 de 2022. 

 
 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso Sexto 
cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2022) 

 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que antecede y que una vez revisado el expediente, 
del contenido del mismo se colige que por SIETE veces consecutivas se requirió al demandante a 
fin de que cumpliera las cargas propias del impulso procesal al interior de este proceso, sin que se 
aprestara a cumplir con la carga a ella impuesta; razón más que suficiente para que esta operadora 
judicial pueda concluir que se encuentran cumplidos los presupuestos establecidos en el numeral 
primero del artículo 317 del Código General del Proceso. En consecuencia, el Juzgado, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Decretar la terminación del presente asunto por desistimiento tácito. 
 
SEGUNDO: Ordenar el levantamiento de las medidas cautelares. Ofíciese. 
 
TERCERO: Ordenar el desglose de los documentos respectivos, con las constancias de rigor. 
 
CUARTO: No condenar en costas, ni perjuicios. 
 
QUINTO: Oportunamente archívese el expediente. Regístrese su egreso en el sistema de 
información estadística de la rama judicial. 
 
SEXTO: Compulsar copias ante la Comisión Seccional de Disciplina Judicial de Bogotá, a fin de 
que se investigue la conducta del abogado MARIO TORRES CORTÉS, identificado con cédula 
de ciudadanía número 10.100.225, al no cumplir con las cargas señaladas en este proceso y 
previos siete requerimientos realizados por este estrado Judicial para el respectivo impulso 
procesal. Secretaría proceda a enviar el enlace de acceso a la totalidad del expediente. 
 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO  

Juez 
 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 1º de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, con contestación de la demanda sin excepciones de fondo. Sírvase ordenar lo que en 
derecho corresponda. Bogotá, agosto 22 de 2023. 

 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso Sexto 
cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
En firme el auto admisorio de la demanda, el Despacho procederá entonces a convocar a audiencia 
conforme a los artículos 372 y 373 del CGP, decretando las pruebas solicitadas por las partes. En 
mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: FIJAR a la hora de las 9:30 AM, del día treinta (30) de noviembre de dos mil 
veintitrés (2023), para que tenga lugar la diligencia presencial de inspección judicial del inmueble 
ubicado en la Calle 41 A Bis Sur No. 81 A 14 de Bogotá, de que trata el numeral 9º del artículo 
375 del CGP. 
 
SEGUNDO: FIJAR la hora de las 9:00 AM del día primero (1º) de diciembre de dos mil 
veintitrés (2023), para que tenga lugar la audiencia de que tratan los artículos 372 y 373 del 
Código General del Proceso, de forma virtual. 
 
TERCERO: Para lo anterior, se requiere a las partes de este proceso, para que concurran de 
manera virtual a la audiencia, con el fin de que absuelvan los interrogatorios de parte y participen 
en la audiencia de conciliación y demás asuntos relacionados con la misma. 
 
CUARTO: Se advierte a la parte demandante y su apoderado, que la inasistencia injustificada del 
demandante hará presumir ciertos los hechos en que se fundan las excepciones propuestas por el 
demandado siempre que sean susceptibles de confesión. Igualmente, se advierte a la parte 
demandada y su apoderado, que la inasistencia injustificada del demandado hará presumir ciertos 
los hechos susceptibles de confesión en que se funde la demanda. Lo anterior, sin perjuicio de la 
imposición de las multas previstas en el artículo 372 numeral 4 del C.G.P. 
 
QUINTO: Se les advierte también a las partes y sus apoderados, que, si ninguna de ellas concurre 
a la audiencia, ésta no podrá celebrarse, y vencido el término sin que se justifique la inasistencia, 
se declarará terminado el proceso. 
 
SEXTO: De conformidad con lo solicitado por las partes demandante y demandada, y con 
sujeción a lo dispuesto en el parágrafo del artículo 372 del C.G.P., decrétense las siguientes 
pruebas:  
 

a) DE LA PARTE DEMANDANTE: 
 

• Documentales:  
 

ü  Ténganse como pruebas de carácter documental las relacionadas en el acápite de pruebas 
del texto de la demanda, a las que se les dará el valor probatorio correspondiente. 

 
• Testimoniales: 

 
ü  Téngase como pruebas de carácter testimonial las relacionadas en el acápite de pruebas de 

la demanda, (JUAN CARLOS CUERVO, JOHN JAIRO CARREÑO, JOSÉ CHAUL 
CHACÓN PALACIOS, CARMEN LUCÍA BUSTOS) quienes deberán concurrir a la 
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audiencia virtual en caso de no encontrarse disponibles en la inspección judicial. Indicando 
que se recibirá el testimonio pedido a partir de las 10:00 am, con la advertencia de que no 
se decretarán más de dos testimonios por cada hecho. 

 
De conformidad con lo previsto en los artículos 212 y 392 del C.G.P., se limita la 
recepción de testimonios a los antes decretados. En atención a lo dispuesto en el artículo 
217 del C.G.P., la parte que solicitó los testimonios decretados deberá procurar la 
comparecencia de los sujetos enunciados para el día de la audiencia programada, dejándose 
la salvedad que, si el extremo interesado lo solicita, la Secretaría del Juzgado librará los 
citatorios del caso, consignándose la constancia de ello en el expediente. Igualmente, si los 
testigos son dependientes de otra persona, la Secretaría deberá comunicar al empleador o 
superior para los efectos del permiso laboral, previo, claro está, solicitud expresa de la 
parte interesada. En los citatorios, en caso de expedirse, se prevendrá a los testigos y a los 
empleadores sobre las consecuencias del desacato a la orden judicial. 

 
b) DEL CURADOR AD LITEM 

 
No solicitó pruebas en el término de traslado. 
 
SÉPTIMO: Se advierte que la audiencia se llevará a cabo mediante la aplicación LIFESIZE, para 
lo cual este Juzgado enviará a los correos electrónicos informados, el correspondiente vínculo, a 
fin de que se conecten en la fecha y hora señalada en esta providencia. Por ende, se requiere a las 
partes para que presten la colaboración necesaria a fin de lograr el desarrollo de la audiencia de 
forma virtual. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 
 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado No. 154 del 1º de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, escrito subsanación demanda acumulada. Sírvase proveer Bogotá, 25 de 

agosto de 2023.  

 

 

 

  

            
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

  Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Una vez revisado el escrito de subsanación de la demanda, y reunidos los requisitos del 

artículo 305 y 306 del CGP, observa el despacho que la demanda junto con sus anexos se 

ajusta a la norma procesal adjetiva, por tanto: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Librar mandamiento de pago de mínima cuantía en contra de 

SCOTIANBANK COLPATRIA S.A y a favor de GUSTAVO ALBERTO TAMAYO 

TAMAYO identificado con la C.C. 7.225.403, por la siguiente suma: 

 

a. Por la suma de $ 300.000.oo M/Cte, como capital representado en el valor de gastos 

de Curaduría que fueron fijados mediante auto del 23 de agosto de 2022 visto a (pdf 

01.021). 

 

b. Por los intereses moratorios a la tasa del 0.5% mensual, a partir del 19 de abril de 

2023, hasta que se verifique el pago total de la obligación. 

 

Sobre costas se decidirá en el momento procesal oportuno. 

 

SEGUNDO: CONCÉDASE a la parte ejecutada el término de cinco (5) días para cancelar 

las sumas de dinero, conforme lo dispone el artículo 431 del C.G del P., o diez (10) días 

para formular excepciones de acuerdo a lo previsto en artículo 442 Ibidem. 

 

TERCERO: Notifíquese al ejecutado esta providencia, de conformidad con los artículos 

291 al 292 y 301 ejúsdem, o en su defecto a través del procedimiento establecido por el 

artículo 8° de la ley 2213 de 2022.  

 

CUARTO: El abogado GUSTAVO ALBERTO TAMAYO TAMAYO con T.P. No 

93853 del C.S. de la J. actúa en nombre propio. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 
LUZ DARY HERNANDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 01 de septiembre de 2023 
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Al Despacho de la señora Juez, acta notificación personal curador ad-litem / agm/contestación de la demanda 

curador sin excepciones. Sírvase proveer, Bogotá, 04 de agosto de 2023.  

  

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

  Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

De la revisión del expediente se tiene que el contradictorio se ha integrado en debida forma, 

pues la demandada KAISA SA en memorial visto a (pdf 01023) contestó la demanda y así 

mismo lo hicieron las vinculadas INTERCONEXIÓN ELECTRÍCA SA y 

TRANSMISORA COLOMBIANA DE ENERGÍA SAS ESP como se observa a (pdf 

01.025) y (pdf 01.022) respectivamente. 

 

En igual sentido, a través de curador ad litem fueron notificados del auto admisorio de la 

demanda los vinculados SANTIAGO JARAMILLO, LUCIANO JARAMILLO, TULIA 

DREWS ROA quienes contestaron la demanda como se ve a (pdf 01.048) del expediente. 

 

La demandada KAISA SA solicitó prueba de inspección judicial, de peritos y documental 

de contrato de arrendamiento. 

 

La prueba de inspección judicial a la luz del artículo 376 de CGP es obligatoria en esta 

clase de proceso. 

 

En lo que tiene que ver con la prueba pericial solicitada, enseña el artículo 228 del CGP que 

“La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia 

del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones…” acciones estas que 

deberán realizarse dentro de la oportunidad para pedir pruebas, que para el asunto que se 

analiza es dentro del término de traslado del auto que admitió la demanda. Luego, de la 

revisión del escrito de contestación de la demanda no se evidencia que el demandado haya 

hecho uso de tales facultades, puesto que se limita a solicitar que se nombren peritos de la 

lista de auxiliares de la justicia, cuestión que no es aplicable a la luz de las normas 

probatorias vigentes. 

 

Pues bien, al respecto hay que indicar que en el régimen del CGP la lista de peritos 

auxiliares de la justicia no existe y la experticia no se solicita al juez con el objeto de que 

este la decrete y haga la designación de peritos como estaba regulado en el artículo 236 del 

CPC. Por el contrario, el artículo 227 y 228 del CGP regulan un dictamen pericial de partes, 

donde la que pretenda valerse de una experticia deberá aportarla en la respectiva 

oportunidad para pedir pruebas cuestión esta que el demandado no observó, dejando 

igualmente de lado haber solicitado la comparecencia del perito a audiencia a fin de 

controvertir el dictamen con el que no está de acuerdo. En resumidas cuentas, no efectuó ni 

una ni otra facultad probatoria consagrada en el artículo 228 ib. 

 

Ahora, si bien es cierto la solicitud se realizó con apego al numeral 5 del artículo 2.2.3.7.5.3 

del Decreto 1073 del 2015, no es menos cierto que no dio aplicación al artículo 2.2.3.7.5.5. 

del mismo decreto referente a la remisión a las normas del CGP. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Para todos los efectos legales y procesales, téngase en cuenta que los 

vinculados SANTIAGO JARAMILLO, LUCIANO JARAMILLO, TULIA DREWS ROA 
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se notificaron del auto admisorio de la demanda a través de curador ad litem quien dentro 

del término de traslado contestó la demanda como se ve a (pdf 01.048) del expediente. 

 

SEGUNDO: Conforme al artículo 37 del CGP, en concordancia con el 171 de la misma 

obra, se dispone expedir despacho comisorio para práctica de la inspección judicial del 

artículo 28 de la Ley 56 de 1981, para que el Juez comisionado identifique el inmueble con 

FMI 290-119675, objeto de servidumbre y realice un examen y reconocimiento de la zona 

sobre la que recae del gravamen. 

 

TERCERO: Para la práctica de la inspección judicial, se comisiona al Juzgado Municipal 

del Municipio de Pereira-Risaralda que por reparto corresponda, a quien se enviará el 

respectivo despacho comisorio con los insertos del caso. Por secretaria líbrese el 

correspondiente Despacho.s 

 

CUARTO: NEGAR la prueba pericial solicitada por la demandada KAISA SA, de acuerdo 

a lo expuesto en esta providencia. 

 

QUINTO: Como quiera que no hay pruebas por practicar diferentes a las documentales 

aportadas con el escrito de la demanda y el de la contestación de KAISA SA, el Despacho 

dará aplicación a lo normado en el numeral 2 del artículo 278 del Código General del 

Proceso. 

 

SEXTO: Una vez devuelto el despacho comisorio, ingresen las presentes diligencias al 

Despacho para decidir lo que en derecho corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 01 de septiembre de 2023 
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Al Despacho de la señora Juez, informado que las incidentadas allegan respuesta indicando cumplimiento al 

fallo de tutela proferido por este estrado judicial. Sírvase proveer.  Bogotá, agosto 30de 2023.  

 
  

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º teléfono 601-3532666 extensión 70309 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Para resolver el anterior pedimento, el Juzgado  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Para todos los efectos legales y procesales, téngase en cuenta lo manifestado 

por las incidentadas FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y 

EPS COMPENSAR, que milita a pdf 16 y 17 del expediente digital y póngase en 

conocimiento de la parte actora, para lo que considere pertinente. 

 

SEGUNDO: Requerir a la parte incidentante para que en el término de los tres (3) días 

siguientes a la notificación, se pronuncie respecto al informe de la entidad accionada para 

lo que considere pertinente. 

 

TERCERO: Advertir a la parte actora que, en caso de guardar silencio, se tendrá por 

cumplido el incidente de desacato.  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado Nº 154 del 01 de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, con término vencido en silencio, posterior a emplazamiento. Sírvase proveer. Bogotá 
D.C., agosto 28 de 2023. 

 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso Sexto 
cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
Teniendo en cuenta que el demandado CARLOS MACARIO VICUÑA y las personas 
indeterminadas que se crean con derecho sobre el inmueble, objeto del presente litigio, no han 
concurrido al Despacho a notificarse personalmente del auto admisorio de la demanda de fecha 
13 de julio de 2022 y como quiera que se encuentra vencido el término previsto en el artículo 108 
del C.G.P, procede el juzgado a designarles como Curador Ad-Litem para que los represente 
al abogado RICARDO MEZA PIEDRAHITA. 
 
Quien se encuentra en turno dentro de la lista de abogados que ejerce habitualmente la profesión 
ante este Despacho. Ello de conformidad con lo normado en el numeral 7 del artículo 48 del 
C.G.P. Comuníquesele su designación y adviértasele que deberá ejercerla de forma gratuita como 
defensor de oficio, y que su nombramiento es de forzosa aceptación, salvo que el designado 
acredite estar actuando en más de cinco (05) procesos como defensor de oficio. En consecuencia, 
deberá concurrir inmediatamente a asumir el cargo, so pena de las sanciones disciplinarias a que 
hubiere lugar, para lo cual se compulsaran copias a la autoridad competente.  
 
Se fijan como gastos para el curador ad litem la suma de $350.000, que deberá sufragar la parte 
demandante. 
 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO  

Juez 
 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 1º de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, con contestación de la demanda sin excepciones de fondo. Sírvase ordenar lo que en 
derecho corresponda. Bogotá, agosto 22 de 2023. 

 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso Sexto 
cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
En firme el auto admisorio de la demanda, el Despacho procederá entonces a convocar a audiencia 
conforme a los artículos 372 y 373 del CGP, decretando las pruebas solicitadas por las partes. En 
mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: FIJAR a la hora de las 9:30 AM, del día dieciséis (16) de noviembre de dos mil 
veintitrés (2023), para que tenga lugar la diligencia presencial de inspección judicial del inmueble 
ubicado en la Calle 52 Sur No. 38 - 05 de Bogotá, de que trata el numeral 9º del artículo 375 del 
CGP. 
 
SEGUNDO: FIJAR la hora de las 9:00 AM del día diecisiete (17) de noviembre de dos mil 
veintitrés (2023), para que tenga lugar la audiencia de que tratan los artículos 372 y 373 del 
Código General del Proceso, de forma virtual. 
 
TERCERO: Para lo anterior, se requiere a las partes de este proceso, para que concurran de 
manera virtual a la audiencia, con el fin de que absuelvan los interrogatorios de parte y participen 
en la audiencia de conciliación y demás asuntos relacionados con la misma. 
 
CUARTO: Se advierte a la parte demandante y su apoderado, que la inasistencia injustificada del 
demandante hará presumir ciertos los hechos en que se fundan las excepciones propuestas por el 
demandado siempre que sean susceptibles de confesión. Igualmente, se advierte a la parte 
demandada y su apoderado, que la inasistencia injustificada del demandado hará presumir ciertos 
los hechos susceptibles de confesión en que se funde la demanda. Lo anterior, sin perjuicio de la 
imposición de las multas previstas en el artículo 372 numeral 4 del C.G.P. 
 
QUINTO: Se les advierte también a las partes y sus apoderados, que, si ninguna de ellas concurre 
a la audiencia, ésta no podrá celebrarse, y vencido el término sin que se justifique la inasistencia, 
se declarará terminado el proceso. 
 
SEXTO: De conformidad con lo solicitado por las partes demandante y demandada, y con 
sujeción a lo dispuesto en el parágrafo del artículo 372 del C.G.P., decrétense las siguientes 
pruebas:  
 

a) DE LA PARTE DEMANDANTE: 
 

• Documentales:  
 

ü  Ténganse como pruebas de carácter documental las relacionadas en el acápite de pruebas 
del texto de la demanda, a las que se les dará el valor probatorio correspondiente. 

 
• Testimoniales: 

 
ü  Téngase como pruebas de carácter testimonial las relacionadas en el acápite de pruebas de 

la demanda, (LUIS FRANCISCO DÍAZ VILLAMIZAR, JHON FABER VARGAS 
RODRÍGUEZ, MARÍA BERNARDA ZABALETA MEDINA, PEDRO ALEJANDRO 
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VILLAMIL PARRALES y JHON BYRON ORTÍZ ORTÍZ) quienes deberán concurrir a la 
audiencia virtual en caso de no encontrarse disponibles en la inspección judicial. Indicando 
que se recibirá el testimonio pedido a partir de las 11:00 am, con la advertencia de que no 
se decretarán más de dos testimonios por cada hecho. 

 
De conformidad con lo previsto en los artículos 212 y 392 del C.G.P., se limita la 
recepción de testimonios a los antes decretados. En atención a lo dispuesto en el artículo 
217 del C.G.P., la parte que solicitó los testimonios decretados deberá procurar la 
comparecencia de los sujetos enunciados para el día de la audiencia programada, dejándose 
la salvedad que, si el extremo interesado lo solicita, la Secretaría del Juzgado librará los 
citatorios del caso, consignándose la constancia de ello en el expediente. Igualmente, si los 
testigos son dependientes de otra persona, la Secretaría deberá comunicar al empleador o 
superior para los efectos del permiso laboral, previo, claro está, solicitud expresa de la 
parte interesada. En los citatorios, en caso de expedirse, se prevendrá a los testigos y a los 
empleadores sobre las consecuencias del desacato a la orden judicial. 

 
b) DEL CURADOR AD LITEM 

 
No solicitó pruebas en el término de traslado. 
 

c) DEL DEMANDADO ROBERTO RODRÍGUEZ PIÑEROS 
 
La contestación se tuvo por presentada de forma extemporánea. La alzada se encuentra en trámite 
ante el Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito de Bogotá. 
 
SÉPTIMO: Se advierte que la audiencia se llevará a cabo mediante la aplicación LIFESIZE, para 
lo cual este Juzgado enviará a los correos electrónicos informados, el correspondiente vínculo, a 
fin de que se conecten en la fecha y hora señalada en esta providencia. Por ende, se requiere a las 
partes para que presten la colaboración necesaria a fin de lograr el desarrollo de la audiencia de 
forma virtual. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 
 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado No. 154 del 1º de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, con término vencido en silencio, posterior a emplazamiento. Sírvase proveer. Bogotá 
D.C., agosto 28 de 2023. 

 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso Sexto 
cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
Teniendo en cuenta que el demandado ALFONSO CRUZ MONTAÑA y las personas 
indeterminadas que se crean con derecho sobre el inmueble, objeto del presente litigio, no han 
concurrido al Despacho a notificarse personalmente del auto admisorio de la demanda de fecha 9 
de diciembre de 2022 y como quiera que se encuentra vencido el término previsto en el artículo 
108 del C.G.P, procede el juzgado a designarles como Curadora Ad-Litem para que los 
represente a la abogada AURA STEFFI HEREDIA ORTÍZ. 
 
Quien se encuentra en turno dentro de la lista de abogados que ejerce habitualmente la profesión 
ante este Despacho. Ello de conformidad con lo normado en el numeral 7 del artículo 48 del 
C.G.P. Comuníquesele su designación y adviértasele que deberá ejercerla de forma gratuita como 
defensor de oficio, y que su nombramiento es de forzosa aceptación, salvo que la designada 
acredite estar actuando en más de cinco (05) procesos como defensora de oficio. En 
consecuencia, deberá concurrir inmediatamente a asumir el cargo, so pena de las sanciones 
disciplinarias a que hubiere lugar, para lo cual se compulsaran copias a la autoridad competente.  
 
Se fijan como gastos para la curadora ad litem la suma de $350.000, que deberá sufragar la parte 
demandante. 
 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO  

Juez 
 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 1º de septiembre de 2023. 
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Al Despacho de la señora Juez, escrito de subsanación en tiempo. Sírvase proveer Bogotá, 25 de agosto de 

2023.  

 

 

 

  

            
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

  Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Previo a resolver respecto de la subsanación presentada en tiempo, el Despacho 

REQUIERE la apoderada de la parte demandante para que, dentro del término de 

ejecutoria de esta providencia, aclare si con el escrito de subsanación, presentó también 

reforma de la demanda, toda vez que las pretensiones del escrito introductorio están 

alteradas en relación con las que presenta con el escrito de subsanación. 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 
LUZ DARY HERNANDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado N.º 154 del 01 de septiembre de 2023 
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JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º teléfono 601-3532666 extensión 70309 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

RADICADO: 110014003009-2023-00874-00  

 

Bogotá, treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

Decreto 2591 de 1991 y Decreto 306 de 1992 

Accionante: WILSON TRIANA 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ  

Providencia: Fallo  

 

I. ASUNTO A TRATAR 

 

Una vez agotado el trámite señalado en el Decreto 2591 de 1991, decide este Juzgado, la acción de 

tutela que, en protección de sus garantías constitucionales presentó WILSON TRIANA, en contra 

de la SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ. 

II. PETICIÓN Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

WILSON TRIANA, solicita el amparo con motivo de la supuesta violación al derecho 

fundamental de petición, respecto a su solicitud del 19 de julio de 2023. 

 

Agregó que no ha recibido respuesta alguna respecto al comparendo No. 11001000000037804080, 

y anexó copia de su solicitud. 

 

III. ACTUACIÓN SURTIDA 

 

1.- Recibida la presente queja a través de la oficina de reparto, por auto de veinticuatro (24) de 

agosto del año en curso, se dispuso su admisión, y la notificación de la accionada, con el fin de que 

ejerciera su derecho de defensa.  

 

2.- La accionada indicó que no accede a la solicitud del actor, debido a que al consultar en el sistema 

se observa que el derecho de petición mencionado por el accionante no fue radicado por un canal 

oficial y debidamente habilitado por la entidad, por tal motivo no dará respuesta al mismo. Que el 

proceso contravencional se adelantó de acuerdo con la normatividad vigente y con observancia de 

los principios legales que rigen la actuación administrativa, toda vez que de acuerdo con la Ley 

1843 de 2017, la administración notificó dentro término legal la orden de comparendo objeto de 

controversia. 

 

Añadió que la acción de tutela se adelanta para evitar materialización de un perjuicio irremediable 

que no existe teniendo en cuenta que el accionante cuenta con la oportunidad procesal de ejercer 

su derecho de defensa y contradicción y aunado a ello cuenta con otros mecanismos para defender 

sus intereses, sin olvidar que no se observan derechos fundamentales violados. 

 

Expresó que la orden de comparendo No. 11001000000037804080 fue legalmente notificada el 1 

de junio de 2023, concluyéndose que el ciudadano tuvo la oportunidad de controvertirla dentro de 

los once (11) días hábiles para acudir ante autoridad de tránsito competente en aras de impugnar y 

exponer sus motivos de inconformidad, so pena de que la autoridad de tránsito continuará con el 

proceso contravencional de manera oficiosa. 

 

IV. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Teniendo en cuenta los hechos dispuestos en el escrito de tutela, el problema jurídico se 

circunscribe a determinar si la entidad accionada, vulnera el derecho fundamental de petición, al 

no brindarle una respuesta a su solicitud de 19 de julio de 2023. 
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V. CONSIDERACIONES 

 

1.- De conformidad con lo dispuesto en el art. 37 del Decreto 2591 de 1991 y en el num. 1º del art. 

1º del Decreto 1382 de 2000, este Juzgado es competente para conocer de la presente acción de 

tutela. 

 

2.- La acción de tutela es una herramienta con la que se busca la protección inmediata de los 

derechos fundamentales de las personas ante la acción u omisión de las autoridades públicas o aún 

de los particulares, en los casos establecidos por la ley.  

 

3-. Así, se encuentra que la exigencia del petitum es que se ordene a la accionada emita una 

respuesta a su solicitud del 19 de julio de 2023. 

 

4-. De cara a los derechos fundamentales que a juicio del accionante han sido conculcados por las 

entidades accionadas, es pertinente traer a colación, lo esbozado por la Honorable Corte 

Constitucional en reiteradas ocasiones, pues, la acción de tutela se encuentra consagrada en el 

artículo 86 de la Constitución, indica que toda persona “tendrá acción de tutela para reclamar ante 

los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma 

o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública”. No obstante, el amparo solo es procedente siempre y 

cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

 

Ahora bien, es conveniente memorar que en principio este mecanismo es improcedente, salvo que 

se acredite el lleno de las causales genéricas de procedibilidad. Sobre este tópico la sentencia C-

590 de 2009 estableció los requisitos de imperativa observancia en cada caso concreto, como 

presupuestos ineludibles, los cuales son: 

 

“3.3.1 Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Para la Corte, 

el juez constitucional no puede estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 

constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones.   

 

3.3.2 Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-,  de defensa judicial al 

alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable.   

 

3.3.3 Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en 

un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.   

 

3.3.4  Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto 

decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales 

de la parte actora.    

 

3.3.5  Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 

vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso 

judicial siempre que esto hubiere sido posible. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la 

acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no 

previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento 

de la afectación de derechos a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y 

que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.  

    

3.3.6  Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los 

derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida.”  

 

Procede este juez constitucional a determinar si el hoy accionante cuenta con otro mecanismo de 

defensa para la salvaguarda de los derechos que reclama, pues en caso de existir, esta acción 

constitucional solo procederá como mecanismo transitorio ante la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable el cual debe ser demostrado por quien alega el amparo. Lo anterior, en atención al 

carácter subsidiario que ostenta la acción de tutela. 
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Sobre el particular, la Honorable Corte Constitucional en sentencia T-177 de 2011 frente a la 

procedencia de la acción de tutela, la existencia de otro medio de defensa judicial y la tutela como 

mecanismo transitorio ante la existencia de un perjuicio irremediable dispuso:  

 

“(...) Esta Corporación ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger 

los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual, es decir 

procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para que 

cese inmediatamente la vulneración. Sobre el particular, en la sentencia T-753 de 2006[2] esta 

Corte precisó:  

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela,[3] se ha 

sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales 

ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción 

constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales 

ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que 

deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el 

mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión 

de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 

de 2005[4], la Corte indicó:  

 

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos 

pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos 

fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los 

jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el 

juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos 

fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese 

cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que 

le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.” 

 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de 

tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios 

judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan 

medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente 

si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa 

no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos 

presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como 

mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de 

un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos 

fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.” 

 

Conforme los lineamientos de la jurisprudencia transcrita, la acción de tutela es improcedente 

cuando existan otros mecanismos judiciales para la solución de un conflicto jurídico, dado el 

carácter subsidiario y residual que la caracteriza, sin embargo, excepcionalmente se puede emplear 

para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

 

El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, 

el cual reza: 

 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales.” 

 

En desarrollo de esa garantía, la ley 1755 del 30 de junio de 2015 establece reglas para el ejercicio 

del derecho de petición que deben observarse por la administración y todas las personas que hagan 

uso de ese mecanismo. Mediante esta ley el Legislativo introdujo importantes modificaciones a los 

artículos 13 a 33 de la primera parte de la ley 1437 de 2011 por la cual se expidió el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Así, el artículo 14º de la ley 

1755 de 2015 estatuye: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 

deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”. 
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Al referirse a este derecho, la Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido reiterada en el 

sentido de señalar que no se agota y cumple con “cualquier respuesta”, sino que la respuesta debe 

ser clara, oportuna, concreta y de fondo de manera que siendo la decisión positiva o negativa a lo 

solicitado, definitiva el asunto objeto de la petición. 

 

En Sentencia T-831A/13 La jurisprudencia constitucional ha señalado que: “la respuesta a los 

derechos de petición puede ser favorable o no para el peticionario, y en todo caso (i) debe ser 

reconocido como un derecho fundamental que se encuentra en conexidad con la garantía de otros 

derechos fundamentales; (ii) debe ser resuelto en forma oportuna, esto es, dentro del término legal 

que se tiene para resolver; (iii) debe dársele una respuesta de fondo respecto de lo que se ha 

solicitado, de una manera clara, precisa y congruente; (iv) como ya se indicó en el párrafo anterior, 

debe ser dada a conocer al peticionario; y (v) se aplica por regla general a entidades públicas pero 

también a organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

 

Por tanto, puede concluirse que el derecho de petición tiene un “núcleo fundamental ¨ [que] está 

constituido por: i) el derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y 

precisa y, ii) la pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada. Por esto, resulta vulnerada esta 

garantía si la administración omite su deber constitucional de dar solución oportuna y de fondo al 

asunto que se somete a su consideración” (T-237 de 2016). 

 

VI. CASO CONCRETO 

 

Descendiendo al caso objeto de estudio, es preciso abordarlo con miramiento en la situación 

planteada por WILSON TRIANA quien pretende que por medio de la acción de tutela se ordene a 

la SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, emita una respuesta a su 

solicitud del 19 de julio de 2023, en la que requirió lo siguiente: 

 

“PRIMERO: Se sirva indicarme la fecha y hora en la cual su Entidad realizará la 

Audiencia Pública convocada de oficio por el Inspector de Tránsito, en cumplimiento de 

lo dispuesto en el art. 136 del CNTT. 

SEGUNDO: De no encontrarse agendada, se sirva indicar a través de que medio se 

realizará la publicación del acto administrativo que convoca a audiencia pública de fallo. 

Es de aclararse que he acudido a formular solicitud mediante el presente mecanismo, dado 

que de forma presencial los funcionarios manifiestan no poder otorgar mayor información 

a la relatada en el acápite de hechos, a fin de que se me garanticen los derechos al debido 

proceso y defensa. E incluso ellos mismos 

sugieren hacer tales solicitudes a través del presente medio”. 

  

Por su parte, la accionada precisó que no accede a la solicitud del actor debido a que al consultar 

en el sistema se observa que el derecho de petición mencionado por el accionante no fue radicado 

por un canal oficial y debidamente habilitado por la entidad, por tal motivo no dará respuesta al 

mismo.  

 

Ahora bien, de las documentales aportadas, se evidencia que el accionante remitió su solicitud al 

correo contactociudadano@movilidadbogota.gov.co  

 

Sin embargo, en la página de internet de la entidad accionada se advierte que esa dirección 

electrónica quedó deshabilitada desde el 1° de junio de 2023, por lo que las nuevas solicitudes 

deberían ser remitidas al correo  radicacionentidades@movilidadbogota.gov.co de lo que no se 

observa que la parte demandante la hubiera enviado a esta última 

(https://www.movilidadbogota.gov.co/radicacionwebsdm/formulario.php)   

https://www.movilidadbogota.gov.co/web/  

 

mailto:contactociudadano@movilidadbogota.gov.co
mailto:radicacionentidades@movilidadbogota.gov.co
https://www.movilidadbogota.gov.co/radicacionwebsdm/formulario.php
https://www.movilidadbogota.gov.co/web/
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No olvide  el accionante que si considera vulnerado sus derechos fundamentales, bien puede 

reclamar ante la autoridad pública la protección de los derechos de rango legal ante la jurisdicción 

contenciosa administrativa, pues, cierto es, que la acción de tutela no es el medio idóneo para 

obtener la satisfacción de sus pretensiones, por tanto en términos de subsidiariedad esta acción no 

está llamada a prosperar. Pues, cabe señalar que esta acción constitucional no es el escenario para 

dirimirlos, así mismo, este tampoco es el escenario para obtener que se concedan las pretensiones 

tendientes a revertir las actuaciones administrativas adelantadas por la entidad accionada. 

 

En este orden de ideas, la acción de tutela no es un mecanismo idóneo para atacar dichas 

actuaciones administrativas, puesto que sí lo es la vía contencioso administrativa para atacar el acto 

administrativo que no le ha sido favorable. 

 

Teniendo en cuenta el marco del principio de subsidiariedad, es dable afirmar que la acción de 

tutela, en términos generales no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional 

o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no 

se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y menos aún, desconocer los mecanismos 

impuestos (dentro) de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten. 

 

VII. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno Civil Municipal de Bogotá D.C., administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la tutela interpuesta por WILSON TRIANA, por lo arriba expuesto. 

 

SEGUNDO: Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más expedito conforme prevé 

el artículo 30 del decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: En el evento que no fuere impugnada la decisión, REMÍTASE el expediente a la H. 

Corte Constitucional para su eventual revisión. Ofíciese. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 
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Al Despacho de la señora Juez, informando que la presente acción constitucional se encuentra para decidir 

respecto de su admisión.  Sírvase proveer.  Bogotá, agosto 30 de 2023.  

 

 

  

 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º teléfono 601-3532666 extensión 70309 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Como la presente solicitud de tutela se ajusta a lo previsto en el artículo 14 del Decreto 2591 

de 1991, el Despacho  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR, la presente ACCIÓN DE TUTELA promovida por BARNY 

MILLER AVILA GUERRERO, quien actúa en causa propia en contra de la 

SECRETARIA DE MOVILIDAD DE BOGOTA, con motivo de la supuesta violación al 

derecho fundamental al debido proceso, ante la negativa de acceder al descuento del 50% del 

comparendo NO. 11001000000035282446. con código D02 ¨CONDUCIR SIN PORTAR 

LOS SEGUROS ORDENADOS POR LA LEY ADEMAS, EL VEHICULO SERA 

INMOVILIZADO¨. 

 

SEGUNDO: La accionada SECRETARIA DE MOVILIDAD DE BOGOTA, conforme a 

las órdenes de este auto deberá remitir con el informe que rinda copia de los documentos que 

considere pertinentes para el presente caso, so pena de tener por ciertos los hechos 

manifestados en la acción. 

 

TERCERO: Vincular en esta instancia al MINISTERIO DE TRANSPORTE, GRUPO 

DE JURISDICCION COACTIVA DE LA SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, SUBDIRECCION DE GESTION DE COBRO, 

DIRECCION DE CONTRAVENCIONES, FEDERACION COLOMBIANA DE 

MUNICIPIOS -SIMIT Y RUNT, a través de su representante legal o quien haga sus veces.  

 

CUARTO: Además deberán allegar la documentación necesaria y relacionada con el 

presente asunto y que sustente la contestación que haya de proporcionarse conjuntamente con 

los documentos que acredite en forma idónea la representación legal, emitidos éstos por la 

autoridad competente. 

 

QUINTO: Con fundamento en el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, cítense a esta acción 

de tutela a la accionada y las vinculadas, e infórmesele sobre la admisión de la tutela 

remitiéndoles copia de la misma, a fin de que en un plazo de un (01) día efectúen un 

pronunciamiento expreso sobre todos y cada uno de los hechos que dieron origen a la presente 

acción. 

 

SEXTO: Adviértasele que la falta de respuesta, hará presumir ciertos los hechos en que se 

funda la acción, en los términos del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 
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SEPTIMO: Comuníquese la presente determinación a las partes mediante correo 

electrónico, dirigiendo las comunicaciones a las direcciones que aparecen en el escrito de la 

tutela, dejando expresa constancia de tal acto. 

 

OCTAVO: La respuesta a la presente acción constitucional por parte de la accionada y las 

vinculadas, deberá ser comunicada al Despacho Judicial al correo electrónico 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo, cualquier trámite dentro del presente 

asunto será comunicado a las partes por correo electrónico, todo lo anterior acogiéndose a lo 

ordenado en el ACUERDO PCSJA20-11517 del H. Consejo Superior de la Judicatura. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 
La presente providencia se notifica mediante publicación en el Estado Nº 01 de septiembre de 2023. 
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